2. LEY ORGANICA 1/1979, DE 26 DE SEPTIEMBRE,
GENERAL PENITENCIARIA |

(BOE n.° 239, de 5 de octubre)

PREAMBULO

La necesidad de una Ley General Penitenciaria en nuestro ordenamiento habfa sido puesta de relie-
‘ve desde hace largo tiempo por la doctrina, al no constituir el Cédigo Penal ni la Ley de Enjuiciamiento
Criminal lugares adecuados para una regulacién de la ejecucién de las penas y medidas privativas de
libertad; y al no revestir las normas reglamentarias la fijeza que demanda la consagracién positiva de los
‘derechos y-deberes fundamentales de los internos,

Tal laguna pretende ser colmada por la presente disposicién que, en sintesis, comprende las normas

fundamentales relativas al estatuto juridico del interno, las funciones y cometidos de la Administracién
_ Penitenciaria, la competencia del Juez de Vigilancia de ejecucién de las penas, de nueva creacién en el
-ordenamiento espafiol, y una referencia al papel también protagonista que corresponde a la sociedad, tan
. implicada en las funciones penitenciarias como lamentablemente [o est3 en la génesis de la delincuencia.
Para la redaccién de esta normativa se han tenido principalmente en cuenta, junto a las conclusiones de Ja
~ ciencia penitenciaria de nuestro tiempo, las reglas miniras para el tratamiento de los reclusos elaboradas
* por fas Naciones Unidas y el Consejo de Europa, los pactos internacionales sobre derechos humanos, las
leyes penitenciarias de los paises més avanzados y el anteproyecto de Constitucién espafiola.
Las prisiones son un mal necesario Y, no obstante la indiscutible crisis de las penas de privacién de
libertad, previsiblemente habran de seguirlo siendo por mucho tiempo. Los cambios de las estruc-
turas sociales y de los regimenes politicos determinaran, sin duda, modificaciones esenciales enla
- concepcidn y realidad sociolégica de la delincuencia, asf como en las sanciones legales encaminadas a
. Su prevencién y castigo, pero es dificil imaginar el momento en que la pena de privacién de libertad,
predominante hoy dfa en los ordenamientos penales de todos los paises, pueda ser sustituida por otra
de distinta naturaleza, que, evitando los males y defectos inherentes a la reclusién, pueda servir en la
misma o en mejor medida a las necesidades requeridas por la defensa social.

- La finalidad fundamental que doctrina y legislacién atribuyen en la actualidad a las penas y medidas
de privacién de libertad es la prevencién especial, entendida como reeducacién y reinsercién social de
Condenados, sin perjuicio de prestar atencién debida a las finalidades de advertencia e intimidacién
que la prevencién general demanda, Y @ la proporcionalidad de las penas con la gravedad de los delitos
Cometidos que el sentido mas elemental de justicia requiere.

Al defender en primer término la finalidad-resocializadora de la pena, la Ley pretende significar que
I penado no es un ser eliminado de la sociedad, sino 'una persona que continta formando. parte de la
nisma, incluso como miembro activo, si bien sometido a un particular régimen jurfdico; motivado:por
| comportamiento antisocial anterior de aquél y encaminado a preparar su vuelta a la vida libre en
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las mejores condiciones para ejercitar socialmente su libertad. De aquf se desprende una doble con-
secuiencia: la necesidad de que el Derecho, como elemento garantizador, discipline minuciosamente
fa situacién del interno en relacién con Ja sociedad que le sanciona y desea su plena reintegracién a la
misma, y la necesidad asimismo de contar con la cooperacion de las ciencias de fa conducta para esta-
blecer el tratamiento reformador més apto para la personalidad de cada penado.

La relacién que une al penado con la Administracién penitenciaria, representante de la sociedad,
es una relacion jurfdica en que, a los derechos y deberes de una de las partes, se contraponen los
correspondientes deberes y derechos de la otra. El penado conserva todos los derechos reconocidos
alos cludadanos por las normas juridicas vigentes, con excepcion, naturalmente, de aquellos cuya pri-
vacién o limitacién constituya precisamente el contenido de la pena impuesta, y por ello se ponen asu
disposicién los medios adecuados para su defensa, asl como para la defensa de aquellos derechos que
nace especificamente de la condicién de interno. Paralelamente, se prohiben los abusos por parte de
la Administracién penitenciaria, se crea un érgano judicial de vigilancia de la actividad de |a misma, y se
atribuye a la citada Administracién una labor de asistencia y tutela al lado de sus funciones de vigilancia
y tratamiento Al propio tiempo hay que sefialar los deberes y obligaciones propios de los internos con
secuencia, bien de la aplicacién de normas constitucionales validas para todos los espafioles, bien de Ia
indiscutible obligacién fundamental de respetar la prisién preventiva o de cumplir la pena o la medida
impuesta por sentencia judicial, para cuya consecucién la Administracién ha de contar con los pertinen-
tes medios coercitivos y disciplinarios, que combinen justamente un criterio de rigor en la defensa del
orden en los establecimientos, requerido por las propias necesidades del internamiento y Ja demanda
social de paz, con el humanismo que inspira toda la reforma. : '

"La sancién de privacion de libertad se concibe como tratamiento, esto es, como actividad directa-
mente dirigida a la consecucién de la reeducacién y reinsercion social de los penados, mediante la utili-
zacién de los métodos cientificos adecuados. El tratamiento no pretende consistir en una modificacién
impuesta de fa personalidad del hombre, sino en una puesta a disposicién del mismo de los elementos
necesarios para ayudarle a vivir fecundamente su libertad. En consecuencia, serd programado, indivi-
dualizado y voluntario, estimulandose la colaboracién personal del interno, llamado a desempefar un
papel cada vez mds intensamente protagonista, en el marco de un sistema penitenciario progresivo,
dotado de una flexibilidad que lo aleje de los precedentes cldsicos aproximéandolo a lo que podria de-
nominarse un «sistema de individualizacién cientfficas.

Como resumen de cuanto antecede, cabe indicar que los rasgos més sobresalientes de esta Ley
son los siguientes: consagracién expresa del principio de legalidad con referencia a la ejecucién de
las penas y medidas penales, potenciacién del régimen abierto y reduccién del cerrado a supuestos
extraordinarios, sumisién general del régimen penitenciario a las exigencias del tratamiento cientffico
de los internos trabajo equiparado al trabajo en libertad, régimen disciplinario adaptado a las normas
promulgadas en 1973 por el Consejo de Europa, implantacién de la figura del Juez de Vigilancia como
érgano decisivo amparador de los derechos de los internos, importancia atribuida a la asistencia social
durarnite el internamiento y pospenitenciaria, que conduce a la creacién de la Comision de Asistencia
Social y del Cuerpo de Asistentes Sociales al servicio de la Administracién penitenciaria como elemen-
tos claves de dicha asistencia.

Una Ley Penitenciaria no puede representar. ni resolver por sf sola las complejas cuestiones que
plantea la Administracién de Justicia en sus diversas facetas, ni siquiera solamente en la ejecutiva. Por
eso esta disposicién se inserta en un contexto general de renovacién de nuestra legislacién, del que
cabe destacar muy especialmente las reformas en curso del Cédigo Penal y de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal que afectaran, respectivamente, entre Otros extremos, a las clases y duracién de las penas
de privacién de libertad, sustitutivos penales, extensién de la remisién condicional de la penay de la
libertad condicional e instituciones analogas, publicidad limitada del Registro de Antecedentes Penales;
y-a la duracién de los plazos procesales, ambito de aplicacién de la prisién preventiva e introduccién
en el proceso penal de una fase de estudio criminolégico del imputado para facilitar el juicio de culpa-
bilidad y la determinacién de la pena por el Juzgador. Por otra parte, el régimen jurfidico de los funcio-
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dle con- - narios de Instituciones Penitenciarias, sin cuyo esfuerzo ninguna reforma penitenciaria seria posible; y
amente ~ la determinacién de los medios materiales precisos para la construccién de nuevos establecimientos y
i6n ala las necesidades del régimen y el tratamiento penitenciario, habran de ser objeto de regulacién en las
ra esta- correspondientes disposiciones. Esta Ley constituye, pues, sélo un primer paso en la normalizacién de
la situacion penal y penitenciaria de nuestro pafs y la implantacién de un sistema de ejecucién de penas
. ] y medidas de seguridad més justo y humano, en el marco de un Estado democrético de derecho. Y
ciedad, ~ también constituye, al mismo tiempo, una llamada de atencién a la conciencia de Ja sociedad espafiola,
nen los ' sin cuya participacion y colaboracién activa y convencida, el problema de las prisiones carecera de
‘OC'dO_S » solucién definitiva. s
1ya pri-
enasu ,
os que TITULO PRELIMINAR
irte de ; | - o , L
1,y se Articulo I.kas lnstltlfcloners}Pemte;ncranas, reguladas en la presente Ley, tienen como f_in primor-
silancia dial la reeducacién y la reinsercién social de los sentenciados a penas y medidas penales privativas de
os con - libertad, asf como la retencién y custodia de detenidos, presos y penados. . . S
ndela Jgualmente tienen a su cargo una labor asistencial y de ayuda para internos y liberados.
nedida - - Articulo 2. La actividad penitenciaria se desarrollar4 con las garantfas y dentro de los limites esta-
'tmzn-' blecidos por la Ley, los reglamentos y las sentencias judiciales. T
1sa de }

Articulo 3. La actividad penitenciaria se ejerceré respetando, en todo caso, la personalidad hu-
mana de los recluidos y los derechos e intereses juridicos de los mismos no afectados por la condena,
sin establecerse diferencia alguna por razén de raza, opiniones politicas, creencias religiosas, condicién

mnanda

recta- - social o cualesquiera otras circunstancias de andloga naturaleza,

a uFlJl— _ ! En consecuencia:

:acién A ‘ TR
entos I. Los internos podrén ejercitar los derechos civiles, politicos, sociales, econdmicos y culturales, sin
ndivi- .+ exclusién del derecho de sufragio, salvo que fuesen incompatibles con el objeto de su detencién o el

iarun “ cumplimiento de la condena. . -
\ 2. Se adoptaran las medidas necesarias para que los internos y sus familiares conserven sus dere-
chos a las prestaciones de la Seguridad Social, adquiridos antes del ingreso en prisién. -

3. En ningdin caso se impedird que los internos continten los procedimientos que tuvieren pendien-
tes en el momento de su ingreso en prisién y puedan entablar nuevas acciones. .

esivo,
fa de-

aley - ' 4. La Administracion penitenciaria velara por la vida, integridad y salud dé los internos.

nde : 5. El interno tiene derecho a ser designado por su propio nombre.

estos -

tifico : Articulo 4. 1, Los internos deberan:

rmas ‘ - N . ; : . ‘
omo a) Permanecer en el establecimiento a disposicién de la autoridad que hubiere decretado su interna-
:ocial miento o para cumplir las condenas que se les impongan, hasta el momento de su liberacién,
“ncia b) Acatar las normas de régimen interior, reguladoras de la vida del establecimiento, cumpliendo

las sanciones disciplinarias que le sean impuestas en el caso de infraccién de aquéllas, y de con-

formidad con lo establecido en el articulo 44. " . ]
) Mantener una normal actitud de respeto y consideracién con los funcionarios de instituciones
que - penitenciarias y autoridades judiciales o de otro orden, tanto dentro de los establecimientos peni-
Por- tenciarios como fuera de ellos, con ocasién de traslado, conducciones o practicas de diligencias.

E d) Observar una conducta correcta con sus compafieros de internamiento. . o

2. Se procurara fomentar la colaboracién de los internos en el tratamiento penitenciario con arre-.
glo a las técnicas y métodos que les sean prescritos én funcién del diagnéstico individualizado,

nen-~

Articulo 5. El régimen de prisién'preventiva tiene por objeto retener-al interno a disposicién de la
autoridad judicial. E! principio de la presuncién de inocencia presidira el régimen penitenciario de los
preventivos, . = R

Articulo 6. Ningtin inteino ser4 sometido a malos tratos de palabra u obra,
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3. REGLAMENTO PENITENCIARIO
(Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero,
BOE niimero 40, de 15 de febrero de 1996)

PREAMBULO

1 .

El presente Real Decreto aprueba el Reglamento Penitenciario de desarrollo y ejecucion de la Ley
Orgénica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria (LOGP), que opera una reforma com-
pleta de la normativa reglamentaria penitenciaria de 1981.

La necesidad de abordar una reforma completa del Reglamento Penitenciario aprobado por Real
Decreto [201/1981, de 8 de mayo, ya se ponfa de manifiesto en el preambulo del Real Decreto
787/1984, de 26 de marzo, por el que se efectué la modificacién parcial de mayor envergadura del
mismo. Desde aquel momento hasta el presente, las razones que llevaron a pensar la necesidad de
desarrollar un nuevo Reglamento Penitenciario capaz de extraer las potencialidades més innovadoras
de la LOGP no sélo no han desaparecido sino que se han incrementado.

Es en el aspecto de la ejecucién del tratamiento —conforme al principio de individualizacién cien-
tifica que impregna la LOGP- donde se encuentra el potencial més innovador para que la Administra-
cién Penitenciaria pueda mejorar el cumplimiento de la misién de preparacién de los reclusos para la

'vida en libertad que tiene encomendada, cuya consecucién exige ampliar la oferta de actividades y de

programas especfficos para los reclusos, potenciando las prestaciones dirigidas a paliar; en lo posible,
las carencias y problemas que presentan los internos y, en definitiva, evitando que la estancia de los
internos en los Centros penitenciarios constituya un tiempo ocioso y perdido.

Asimismo, la reciente reforma de nuestra legislacién penal mediante la promulgacion de la Ley
Organica 10/1995, de 23 de noviembre, del Cédigo Penal, y la modificacién introducida en el articulo
38 de la LOGP mediante la Ley Organica 13/1995, de 18 de diciembre, que exige [a regulacion de las
Unidades de Madres y de las visitas de convivencia familiar, aconsejan no demorar por mas tiempo la
aprobacién de un nuevo Reglamento que proporcione a la Administracién el instrumento normativo
adecuado para afrontar la politica exigida por el actual momento penitenciario y dar respuesta a los
nuevos retos planteados. '

Lo hasta aquf sefialado justificarfa, sin més, el-esfuerzo que implica la elaboracién de un nuevo
Reglamento Penitenciario. Sin embargo, existen otras razones que hacen necesaria la fijacién de este
nuevo marco reglamentario. La sociedad espafiola ha sufrido una importantisima transformacién en los
dltimos quince afios, transformacién de la que no ha quedado exenta la realidad penitenciaria.

La situacion actual es muy distinta de la existente en 1981, no sélo por el notable incremento de
la poblacién reclusa —que ha exigido un importante esfuerzo para dotar a la Administracién de nuevas
infraestructuras y para adaptar los modelos de gestién de los Centros—, sino también por las variacio-
nes sustanciales producidas en su composicién (mayor presencia de mujeres y de reclusos extranjeros,
envejecimiento de la poblacién reclusa...), por la variacién del perfil sociolégico de los mismos como
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asistencia social, la normativa reglamentaria, previaa la entrada en vigor de las Leyes bésicas regulado.
ras de cada uno de estos sectores ~Ley General de Sanidad de 1986, Ley de Ordenacién Genera] del
Sistema Educativo de | 990...— debe ser adaptada a [os principios establecidos en las mismas
a la efectiva asuncién de competencias por diversas Comunidades Auténomas,

Asu vez, las modificaciones de las formas de contratacidn, de! marco estatutario de [ funcién pé-
blica, del régimen juridico de la Administracién y del procedimiento administrativo, materias reguladas
en Leyes posteriores al Reglamento Penitenciario de 1981, y que resultan, légicamente, de directa
aplicacién a la actividad Penitenciaria, exigen, también, una profunda reordenacién de Jas materias afec-
! tadas, consolidando los avances establecidos en las mismas bajo el criterio de «hormalizaciény
i Instituciones Penitenciarias, en el sentido de no definir marcos especificos salvo en aquellas cues
que por la singularidad de |a actividad asf o exijan, rompiendo de esta forma la dindmica de «ma
Zacion» a la que inconscientemente se ven sometidas las Instituciones Penitenciarias y que tanta
ha sido denunciada por la doctrina y los tribunales.

1o Por otro lado, la importante exégesis jurisprudencial de la LOGR constituye un valiosfsimo caudal
o que se ha pretendido incorporar al nuevo texto, dotando de rango normativo la fecunda doctrina es-
tablecida, especialmente |a determinada por el Tribunal Constitucional.

de fas
tiones
rginali-
S Veces

En este campo también se incorporan al Reglamento las experiencias tratamentales generadas por
la prictica penitenciaria, asf como otras surgidas en el derecho comparado.

Il ’ 4

Las principales novedades del extenso contenido del Reglamento Penitenciario que se aprueba por
este Real Decreto se dirigen a los siguientes objetivos:

a) Profundizar el principio de individualizacién cientffica en la ejecucién del tratamiento peniten-
ciario. Para ello se implanta la aplicacién de modelos individualizados de intervencién para los
presos preventivos (que representan en torno al 20% de la poblacién reclusa), en cuanto sea
compatible con el principio constitucional de presuncién de inocencia. Con esta medida se evita
que la estancia en Prisién de una parte importante de Ja poblacién reclusa sélo tenga fines cus-;-
todiales, al tiempo que se amplia ld oferta de actividades educativas; formativas, socioculturales,. ‘

2
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En esta misma linea, la regulacién de las formas especiales de-ejecucién (Titulo VII), de las salidas
Programadas (art: | 14) y de los programas de actuacién especializada @art. 116y 117) proporcio-
nan los medios necesarios para adaptar el tratamiento a las necesidades individuales de cada inter-
No, cuyo programa podré combinar, incluso, elementos de los difere

art. 100.2, que introduce el principi

extrapenitenciarios existentes en |
Entidades Colaboradoras (art. 62).
El desarrollo de las Unidades de Madres y de los Departamentos Mixtos —estos Gltimos con
cardcter excepcional— extiende el principio constitucional de proteccién a la familia al 4Ambito
penitenciario, para paliar, en lo posible, la desestructuracién de los grupos familiares que tengan
varios miembros en prisién, Y para proporcionar la asistencia especializada necesaria a los nifios
menores de tres afios que convivan eri prisién con sus madres, en consonancia con la reciente
modificacién del art. 38 de la LOGP ‘

La utilizacién generalizada de los instrumentos

dirigido a la resocializacién de los reclusos.

Apertura de las prisiones a la sociedad —que formula crecientes demandas de participacién y
se implica, cada vez mds, en la actividad penitenciaria-, para potenciar la accién de Ja Adminis-
tracién con los recursos existentes en |a sociedad y para fortalecer los v

cuentes y sus familias y la comunidad, en linea con las e Iz

su reunién de Tokio de diciembre de [990.

El Reglamento no sélo contiene un variado elenco de contactos con el exterior (permisos de
salida, comunicaciones especiales, potenciacién del régimen abierto, tratamiento extrapeni-
tenciario...), sino que favorece decididamente fa colaboracién de entidades publicas y privadas
dedicadas a la asistencia de los reclusos. )
_En materia de régimen penitenciario

lidad~ y a las actividades educativas y prestaciones sanitarias.
- Destaca la nueva regulacién de materias que afectan al derecho a la intimidad de Jos reclusos, como

-la proteccién de los datos de cardcter personal contenidos en los ficheros penitenciarios y Ia recepcién
e la doctrina del Tribunal Constitucional sobre comunicaciones con los Abogados defensores y sobre
la forma de realizar los cacheos persanales. . 7 ‘
En materia disciplinaria, se han ‘mantenido las faltas tipificadas ‘en los articulos 108, 109 y 110y las
sanciones establecidas en el articulo | | I, asf como la determiniacién de'los actos de indisciplina grave
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del primer pérrafo del articulo 124, todos ellos del Reglamento Penitenciario aprobado por Real De-
creto 1201/1981, de 8 de mayo, en la redaccidén dada por el Real Decreto 787/] 984, de 26 de marzo,
por no haberse modificado la LOGP €n estas materias. No obstante, se ha regulado detalladamente un
procedimiento sancionador con las debidas garantfas, en sintonfa con la doctrina constitucional y con
las observaciones formuladas por los Jueces de Vigilancia. Por otra parte, se especifican las manifesta-
ciones del principio de oportunidad en materia disciplinaria mediante |a regulacién de los mecanismos

ad de trabajo penitenciario que posee las notas tipicas de la relacién laboral,
En cuanto al control de Ia actividad penitenciaria, destaca |a intervencién del Ministerio Fiscal en
numerosas materias y una mayor comunicacién con [a Jurisdiccidn de Vigilancia.

En los aspectos estructurales, para mejorar la gestién el Reglamento regula los nuevos modelos del
sistema prestacional de la Administracién Penitenciaria

—con especial incidencia en la asistencia sanita-
ria—y de organizacién de los Centros penitenciarios.

La Administracién Penitenciaria no puede hacer frente por sf sola a las miiltiples prestaciones que
una concepcién integral de la salud implica, y, correspondiendo a los Servicios de Salud una responsa- P
\\‘i:‘uilidad global de asistencia sanitaria, es preciso articular cauces de colaboracién basados en un principio ‘
d i

la salud de los internos, ajustado a una asistencia integrada
superacion de las desigualdades, .

En este sentido, en el Capitulo | del Titulo IX se garantiza el derecho de los internos a una asistencia
sanitaria orientada tanto a la prevencién como ala curacién y rehabilitacién
bilidad de la Administracién Penitenciariay de las Administraciones Sanitaria
te la formalizacién de los correspondientes convenios de colaboracién que contemplén los protocolos,
planes, procedimientos ¥ responsabilidades financieras, ’
~ Con este mismo objetivo de optimizar la utilizacién de los re
nan la accién social y los servicios sociales penitenciarios, que s

« gsistencia social de las Administraciones Publicas,
C& Finalménte, el Titulo X! contiene el nuevo modelo org

anizativo de los Centros penitenciarios,
que sdlo restilta aplicable a las Comunidades Auténomas con com

petencias ejecutivas en materia pe-
.nitenciaria como derecho supletorio. Su finalidad bésica consiste en racionalizar y desconcentrar |as
funciones que se realizan en los Establecimientos penitenciarios (tratamiento, régimen, potestad disci-
plinaria y gestién econdmica) entre érganos colegiados especializados, para adecuar la gestién 4 la nue-
va realidad de los Establecimientos polivalentes y, en general, para dinamizar la gestién penitenciaria
potenciando la participacién de los empleados publicos, v
En suvirtud, en ejercicio de las competencias atribuidas en los artfculos 97 y 149.1.6.° de la Cons-
titucidn, a propuesta del Ministro de Justicia e Interior, previo informe favorable del Consejo General
del Poder Judicial, con la aprobacién del Ministro para las Administraciones Pablicas, de acuerdo con el

Consejo de Estado y previa deliberacién del Consejo de Ministros, en su reunién del dfa 9 de febrero
de 1996, :

CUrsos extrapenitenciarios, se reorde-
e coordinan con las redes publicas de

DISPONGO

Articulo Unico., Aprobacién del Reglamento.

Se aprueba el Reglamento Penitenciario, en desar
de septiembre, General Penitenciarfa, cuyo texto se

¥

rolloy ejeéucién de laLey Organica 1/1979, de 26
inserta a continuacién.




